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03 de octubre, 2024
AI-0175-2024




Señora
Hazel Valverde R., Gerente
BANCO CENTRAL DE COSTA RICA

Ref. Informe de servicio de advertencia – Políticas específicas sobre prórrogas de recomendaciones

Estimada señora: 

Las Políticas Específicas para la Gestión de Recomendaciones de Auditoría fueron aprobadas por la Gerencia el 27 de diciembre del 2023, según lo indicado en el histórico de versiones incluido en el documento (ver anexo 1). No obstante, fueron divulgadas hasta el 22 de julio del 2024 como parte de un comunicado institucional sobre temas relevantes de gobierno corporativo y sistema integrado de gestión. 

La Auditoría Interna emitió observaciones al borrador de dichas políticas, el cual fue remitido en consulta previa por el Departamento Calidad y Mejora Continua; sin embargo, persisten en el documento aprobado los siguientes aspectos: 

· Las Políticas P-6, P-7 y P-8 se refieren al rechazo de recomendaciones durante el trámite de informes de auditoría. 

· Las Políticas P-8 y P-10 establecen responsabilidades de la Gerencia y de los directores de división y de departamento en cuanto a autorizar la reprogramación de plazos de atención de recomendaciones. 

· La Política P-14 indica que la Gerencia valorará las justificaciones de las dependencias y podrá autorizar o denegar la solicitud de prórroga del plazo definido para atender las recomendaciones; también indica que la Gerencia autorizará un máximo de 3 reprogramaciones sobre una misma recomendación y que podrá ampliar la cantidad por factores externos al Banco como relaciones con terceros. 

En relación con lo anterior y con base en las competencias[footnoteRef:2] de las auditorías internas del Sector Público, para realizar advertencias u observaciones que permitan prevenir a la administración activa sobre posibles consecuencias de orden legal, administrativo  [2:  El inciso d) del artículo 22 de la Ley 8292, Ley General de Control Interno. Este tipo de servicio le permite a la Auditoría prevenir sobre asuntos de su competencia, sin que se menoscabe o comprometa la independencia y objetividad en el desarrollo posterior de las potestades que le han sido asignadas por disposición legal.
] 



y/o técnico, que la entidad podría tener por la adopción de determinadas conductas o decisiones propias que se aprueban y ejecutan en el desarrollo operativo de la entidad; esta Auditoría Interna emite el presente servicio preventivo:

· La valoración de prórrogas del plazo de atención de las recomendaciones es competencia de la Auditoría Interna como parte de la actividad de seguimiento de las recomendaciones. Al respecto, la Contraloría General de la República resalta lo siguiente en las conclusiones del oficio DFOE-GOB-0227 (ver anexo 2): 

1. No es jurídicamente viable por vía de reglamento o mediante otros instrumentos de gestión, establecer prórrogas reiteradas a los plazos establecidos en las recomendaciones contenidas en los informes de auditoría, siendo que la Ley General de Control Interno y las Normas de Control Interno para el Sector Público regulan plazos concretos y de razonabilidad temporal en que deben ser atendidas las recomendaciones de la auditoría, bajo parámetros de inmediatez y prontitud (…).
4. El diseño establecido por el legislador en la LGCI respecto de la atención de las recomendaciones del auditor contenidas en informes de auditoría por parte de la administración activa; previene su cumplimiento de forma pronta e inmediata o al menos dentro de plazos razonables; y no regula al menos de forma directa una facultad del jerarca o los titulares subordinados para autoimponerse prórrogas, o bien prórrogas reiteradas de los plazos originalmente concedidos para el cumplimiento de las recomendaciones sin la intervención de la auditoría que emitió el informe, siendo más bien competencia de la auditoría valorar dicha procedencia bajo parámetros de lógica, razonabilidad y proporcionalidad del caso concreto y atendiendo las razones justificantes de la solicitud de la prórroga del plazo esgrimidas por la administración; en el correcto entendido que corresponde a la auditoría el seguimiento de las recomendaciones como actividad conformante de su proceso de auditoría, según Norma 202 y 206 de las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público.

· Las observaciones recibidas de la Administración durante la conferencia final de los informes deben ser analizadas por la Auditoría Interna, pero no son vinculantes; y en caso de discrepancia debe seguirse el procedimiento establecido en los artículos 36 al 38 de la Ley General de Control Interno. Al respecto, la Contraloría General de la República resalta lo siguiente en las conclusiones del oficio DFOE-DL-0164 (ver anexo 3):

2. El jerarca o los titulares subordinados responsables de poner en práctica las recomendaciones, según corresponda, pueden presentar observaciones a la auditoría sobre los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones del estudio, previo a que se emita el informe final. Tales observaciones deben ser valoradas por la auditoría interna; sin embargo, no son vinculantes para ésta, pero sí deberá justificar cuando no se acojan.
3. Si el jerarca o el titular subordinado no está de acuerdo con las recomendaciones emitidas en el informe final que presenta la auditoría, tiene la posibilidad de presentar las objeciones correspondientes, siguiendo el procedimiento que para los efectos establece la Ley General de Control Interno, dependiendo si va dirigido a titulares subordinados o al jerarca.

Por lo expuesto, esta Auditoría Interna se permite prevenir a la Administración sobre los riesgos legales que pueden derivarse de las disposiciones incluidas en las Políticas Específicas para la Gestión de Recomendaciones de Auditoría aprobadas por la Gerencia, las cuales atribuyen a la Administración facultades para prorrogar el plazo de recomendaciones, cuya competencia corresponde a la Auditoría Interna; así como por la referencia al rechazo de recomendaciones durante el trámite de informes de auditoría, sin mención del procedimiento de discrepancia establecido en la Ley General de Control Interno. 

Consecuentemente, se solicita a la Gerencia instruir la revisión y ajustes pertinentes de las Políticas Específicas para la Gestión de Recomendaciones de Auditoría, y remitir copia del oficio de instrucción a la Auditoría Interna.

	No. Anexo
	Descripción
	Archivo

	[bookmark: anexo1]1
	Políticas específicas para la gestión de recomendaciones de Auditoría. Versión 1.0 aprobada por la Gerencia del BCCR el 27-12-2023. Divulgación institucional 22-07-2024.
	


	[bookmark: anexo2]2
	[bookmark: _Hlk178061577]Oficio DFOE-GOB-0227 del 08-06-2023, emitido por la Contraloría General de la República para atender consulta en relación con las prórrogas de los plazos de recomendaciones contenidas en los informes de auditoría.
	


	[bookmark: anexo3]3
	[bookmark: _Hlk178061762]Oficio DFOE-DL-0164 del 03-02-2015, emitido por la Contraloría General de la República para atender consulta en relación con las facultades del Auditor Interno en la presentación de informes.
	




Atentamente,
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Descripción generada automáticamente con confianza media]

Maribel Lizano Barahona
Subauditora Interna


C.:	División Transformación y Estrategia


[image: ]Uso Interno
T. (506) 2243-3912   
F. (506) 2243-4569   
Apdo. 10058-1000
Av. 1 y Central, Calles 2 y 4


Seguridad:Uso Interno

Uso Interno

AI-0175-2024Uso Interno

Seguridad:Uso Interno
2[image: ]			T. (506) 2243-3912   
F. (506) 2243-4569   
Apdo. 10058-1000
Av. 1 y Central, Calles 2 y 4


image1.emf
Políticas Específicas  para la gestión de recomendaciones de Auditoría.pdf


Políticas Específicas para la gestión de recomendaciones de Auditoría.pdf


Página 1 de 6 
 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


  


 


Políticas 
Específicas para 
la gestión de 
recomendaciones 
de Auditoría 


 


 


 


 


 


 


 







Políticas específicas para la gestión de recomendaciones de Auditoría  


Página 2 de 6  


 


 
HISTORICO DE VERSIONES Y CONTROL DE CAMBIOS A LA POLITICA. 


Versión: Fecha de 
creación: 


Aprobado por : Cambios realizados: 


1.0 
 


27 de diciembre de 
2023 


  Aprobación del 
Gerente del 
Banco Central de 
Costa Rica 


Oficialización y publicación de las políticas. 
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Consideraciones que sustentan la emisión de estas políticas específicas: 
 
 


A. La Junta Directiva aprobó las Políticas de Alto Nivel: Calidad, mediante acuerdo de Junta 


Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el Artículo 16 del acta de la sesión 5441-2009. Está 


vigente desde el día 11 de noviembre de 2009. 


 


B. La Junta Directiva aprobó las Políticas de Alto Nivel Gestión integral de riesgos y cumplimiento, 


mediante acuerdo de Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 9 del acta 


de la sesión 6046-2022, celebrada el 2 de febrero de 2022. 


C. La Gerencia es la responsable de la aprobación de las políticas específicas derivadas de las 


políticas de alto nivel aprobadas por la Junta Directiva. 


D. Las políticas específicas aquí contenidas han sido revisadas y aprobadas por sus responsables; 


satisfacen el esquema definido para la creación de políticas específicas, controles y 


lineamientos y cuentan con el visto bueno de la División Transformación y Estrategia. 







Políticas específicas para la gestión de recomendaciones de Auditoría  


Página 4 de 6  


 
Políticas Específicas para la gestión de recomendaciones de Auditoría 


 
I. Aspectos generales 


 
P-1.  La Gerencia del Banco Central de Costa Rica establece estas políticas específicas para la 


gestión de recomendaciones de Auditoría, para atender el marco de gestión que responde 


a las políticas de alto nivel, sobre Calidad y Riesgos, establecidas por la Junta Directiva. 


 


P-2.  La Gerencia del Banco Central de Costa Rica declara el alcance de estas políticas sobre la 


gestión de las recomendaciones que emite la Auditoría Interna, así como auditores 


externos, con el fin de atenderlas oportunamente de conformidad con su nivel de riesgo 


residual y para fortalecer el sistema de control interno del Banco. 


 


P-3.   La Gerencia del Banco Central de Costa Rica establece que estas políticas son de 


acatamiento obligatorio para todos los funcionarios y colaboradores de la institución, con 


el fin de garantizar el logro de los objetivos establecidos para la Institución, así como para 


asegurar que todas las actividades dentro de la organización se ejecutan de acuerdo con lo 


establecido por estas políticas. Su incumplimiento será sancionado de acuerdo con lo que 


establece el Reglamento Autónomo de Servicios. 


 


P-4.  La Gerencia del Banco Central de Costa Rica, los directores de división y directores de 


departamento son los responsables de la gestión eficiente y atención oportuna de las 


recomendaciones de auditoría, así como por la supervisión de las personas funcionarias a 


su cargo que están definidos como responsables en la atención de dichas recomendaciones, 


con el fin de mejorar el sistema de control interno. 


 


P-5.  El Departamento Calidad y Mejora Continua, revisará estas políticas al menos una vez cada 


dos años y todos los cambios a estas políticas deben ser comunicados y difundidos a toda la 


organización por parte de la División Transformación y Estrategia para su mejora, 


conocimiento y acatamiento. 


 


II. Aspectos organizativos 


 
P-6.  La Gerencia del Banco Central de Costa Rica, los directores de división y directores de 


departamento, al recibir un informe de auditoría dirigido a sus dependencias deben realizar 


un análisis del contenido del informe y las recomendaciones que se incluyan, de manera que 


se indique la aceptación o rechazo de éstas dentro del plazo otorgado, con el fin de 


establecer su pertinencia. 


 


P-7.  La Gerencia del Banco Central de Costa Rica, los directores de división y directores de 


departamento al determinar que una recomendación debe ser rechazada, debe 


documentar las justificaciones en el sistema, con el fin de que sea considerada en la 


conferencia técnica donde se presenta el informe por parte de la Auditoría. 


 


P-8.  Las responsabilidades de la Gerencia, en cuanto a la gestión de las recomendaciones de 
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auditoría son: 


• Analizar los informes y recomendaciones de auditoría que le sean dirigidas 


directamente, con el fin de definir si las acepta o rechaza con fundamento en los 


justificantes que se discutan con el auditor. 


• Definir los plazos y responsables de atender las recomendaciones a la Gerencia. 


• Participar en las conferencias técnicas a las que sea convocada, así como en reuniones 


con el auditor en caso de no haber un acuerdo respecto a la atención de una 


recomendación dada como no conforme. 


• Autorizar la reprogramación de plazos de atención que le presentan las dependencias 


en un plazo máximo de cinco días hábiles antes del vencimiento del plazo original. 


 


P-9.    La Gerencia del Banco Central de Costa Rica establece que el Departamento Calidad y 


Mejora Continua es el responsable de lo siguiente: 


• Dar trazabilidad y seguimiento a las recomendaciones de auditoría que le son asignadas 


a la Administración. 


• Apoyar planes y programas para mantener la concientización y actualización en la 


gestión de recomendaciones de auditoría. 


• Generar informes para la Gerencia o la Junta Directiva. 


 
P-10.  La Gerencia del Banco Central de Costa Rica, establece las siguientes responsabilidades para 


los directores de división y directores de departamento de todas las dependencias: 


• Determinar las acciones, plazos y responsables que se asignan para la atención de las 


recomendaciones. 


• Asegurar el cumplimiento de la atención de las recomendaciones. 


• Autorizar la reprogramación de recomendaciones para que la Gerencia las apruebe al 


menos diez días hábiles antes del vencimiento de la recomendación. 


• Coordinar reuniones con los auditores en el caso de haberse dado como “no conforme” 


una recomendación que ya se haya dado por atendida en el sistema de auditoría. 


 


III. Aspectos de gestión 


 
P-11.  Los directores de división y directores de departamento de las dependencias del Banco 


deben procurar que en el análisis de las recomendaciones de auditoría y su atención se 


tenga una visión integral, en la que exista claridad en el alcance de las recomendaciones y 


la forma en que serán atendidas; con el fin de enfocar los recursos para su atención de 


forma efectiva. 


 


P-12. Los directores de división y directores de departamento de las dependencias del Banco 


deben asegurar la participación de los gestores de riesgos y cumplimiento y, cuando 


corresponda, personal del Departamento Calidad y Mejora Continua, con el fin de 


dimensionar adecuadamente el alcance de las recomendaciones y la estrategia de atención, 


así como los plazos que implican la participación de otras dependencias. 


 


P-13. Las dependencias del Banco (división, departamento o área, según corresponda) deben 
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designar a una persona como gestor del sistema de auditoría, que alimente la información 


en el sistema y los documentos justificantes en cada etapa de la atención de las 


recomendaciones. Asimismo, deben designar roles de consulta y los sustitutos que 


corresponda, cuando el gestor del sistema de auditoría no esté disponible. 


 


P-14.  Las dependencias que determinen que no van a poder cumplir con el plazo definido para 


atender las recomendaciones deberán hacer los trámites respectivos ante la Gerencia, con 


una antelación mínima de diez días hábiles antes del vencimiento de la recomendación. La 


Gerencia valorará las justificaciones y podrá autorizar o denegar la solicitud; en caso de 


autorización de reprogramaciones, se autorizará un máximo de 3 reprogramaciones sobre 


una misma recomendación. No obstante, en caso de que por factores externos al Banco 


(como relaciones con terceros) no se puedan atender las recomendaciones, la Gerencia 


podrá ampliar la cantidad de reprogramaciones.  


 


Transitorio: La aplicación de los plazos y cantidad de reprogramaciones establecidas en la política 


P-14 empezará a contar a partir de la vigencia de las políticas. 
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División de Fiscalización Operativa y Evaluativa
Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza


Al contestar refiérase
al oficio n.° 7223


08 de junio, 2023
DFOE-GOB-0227


Señor
Franklin Mora González
Auditor Interno
TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES
CORREO: fmora@tse.go.cr


ablanco@tse.go.cr


Estimado señor:


Asunto: Se atiende consulta planteada por oficio AI-0118-2023 y AI-0131-2023, en
relación con las prórrogas de los plazos de recomendaciones contenidas en
los informes de auditoría


Se recibió en la Contraloría General vía correo electrónico el oficio AI-0118-2023 de fecha
21 de abril de 2023 y oficio AI-0131-2023 de 08 de mayo de 2023, mediante los cuales se
consulta el criterio de la Contraloría General de la República en relación con las prórrogas de
los plazos de recomendaciones contenidas en los informes de auditoría.


Mediante oficio Nº 05682 (DJ-0659) de fecha 03 de mayo del 2023 se previene al
consultante el cumplimiento de requisitos para presentación de consultas ante la CGR;
específicamente el cumplimiento del artículo 8 inciso 7) del “Reglamento sobre la recepción y
atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República”, R-DC-0197-2011 de
las ocho horas del trece de diciembre del 2011, publicado en la Gaceta No. 244 del 20 de
diciembre de 2011; que hace alusión a remitir la posición de esa Auditoría Interna con respecto
a la inquietud planteada, así como el fundamento respectivo de la misma, para su respectivo
trámite.


Dicha prevención notificada el 4 de mayo de 2023; fue cumplida mediante oficio
AI-0131-2023 de 08 de mayo de 2023; por el cual se vertió criterio de la auditoría sobre el tema
consultado y su fundamento; y se adicionan dos consultas más a las expuestas en el oficio
AI-0118-2023; que corresponden a las números 7 y 8; las cuales se incluyen en el acápite que
sigue a continuación.


Respecto de la posición de la Auditoría Interna sobre el tema consultado; indica que
conforme a los numerales 12 inciso c) y 17 de la LGCI: “(...) es criterio de este Despacho


Contraloría General de la República
T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100 C: contraloria.general@cgrcr.go.cr


http://www.cgr.go.cr/ Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica



mailto:fmora@tse.go.cr

mailto:ablanco@tse.go.cr

http://www.cgr.go.cr/
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Auditor que las recomendaciones como acciones correctivas, que contribuyen al desarrollo y
perfeccionamiento del sistema de control interno institucional, deben ser implementadas de
forma inmediata, supuesto previsto en el artículo 12 de la LGCI –de repetida cita–. El prorrogar
su plazo con independencia de la justificación acreditada, no solo aumenta la posibilidad de la
materialización del riesgo detectado en el hallazgo, sino que podría convertirse en un elemento
limitante en su implementación; además, en una debilidad del proceso de fiscalización, cuando
los plazos de las acciones de mejora se extienden en varias ocasiones. Por lo que se considera
que, sólo en casos excepcionales debidamente justificados, podría valorarse –por una única
vez–, una eventual prórroga, aspecto que corresponde estimarlo a la Auditoría Interna, como
dependencia responsable de su emisión. En razón de lo anterior, así como, de lo indicado en la
Ley General de Control Interno –a nuestro parecer–, no prevé de forma tácita autorizar la
ampliación de este tipo de plazos para la atención de las recomendaciones, pero sí tipifica, que
la dilación injustificada en la implementación de las recomendaciones puede ser causal de
responsabilidad (artículo 39 de la LGCI).”.


I. OBJETO DE LA CONSULTA


En el texto de la consulta realizada, se transcribe en su literalidad las interrogantes
planteadas por el consultante; las cuales indican:


1. ¿Es jurídicamente viable que vía reglamento o mediante otros instrumentos
de gestión, establecer prórrogas a los plazos establecidos en las
recomendaciones contenidas en los informes de auditoría, aun y cuando la
Ley General de Control Interno, no prevé estas situaciones? 2. ¿Es el
MARPAI referente para conceder a la Administración ampliaciones de plazo
en el cumplimiento de las recomendaciones según lo indica? 3. De ser
negativa las respuestas a las interrogantes 1 y 2, ¿cuál sería el proceder ante
la falta de implementación de las recomendaciones, cuyo plazo de
implementación se encuentra vencido, pero prorrogado por la administración?
4. ¿De poderse establecer la extensión de los referidos plazos, la
administración – entendida esta como el superior que aprobó en primera
instancia las recomendaciones–, se encuentra facultada para autorizar su
prórroga, o dicha atribución de forma exclusiva estaría dentro de las
competencias de la Auditoría Interna? 5. ¿Cuál sería el proceder, ante una
negativa de la administración en aceptar que la Auditoría Interna, ostenta la
potestad –previa definición de procedimientos y demás instrumentos de
gestión–, de conceder y aprobar prórrogas a los plazos establecidos en las
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recomendaciones contenidas en los informes que emite? 6. La concesión de
prórrogas en los plazos de las recomendaciones, se dirige a que la
administración posea una extensión de tiempo, cuando en el plazo
establecido originalmente, no fue posible la implementación de la acción de
mejora ¿Tal concesión, en el caso de las recomendaciones que han sido
prorrogadas en varias ocasiones, podría conllevar la aplicación de lo
dispuesto en el artículo 39 de la LGCI, en lo referente a los causales de
responsabilidad?. 7) En caso de que la administración -entendida esta como
el superior que aprobó en primera instancia las recomendaciones– autorizara
ampliar en varias ocasiones de una recomendación y se haya realizado varios
seguimientos -al menos tres, en diferentes momentos-, por parte la Auditoría
Interna. ¿Puede esta, cesar el monitoreo de esas acciones de mejora, bajo la
inteligencia que es responsabilidad de la administración, su implementación
bajo el principio de economía procesal? 8) Bajo el supuesto de que el plazo
de una recomendación se haya prorrogado en varias ocasiones y esta en el
tiempo haya perdido actualidad, sea porque el contexto que dio origen varió o
el riesgo identificado -en ese momento- se ha transformado y ante una
petición de la administración de dejar sin efecto esa acción de mejora o cierre
de esta, ¿puede la Auditoría Interna acceder ante tal situación? Caso
contrario ¿Cuál sería el proceder?.”


II. CONSIDERACIONES PREVIAS


En atención a la consulta planteada, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de la
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor
ejerce la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las
consultas que al efecto le dirijan los Órganos parlamentarios, los Diputados de la República, los
sujetos pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada
Ley. Complementándose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y
atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución
R-DC-197-2011), el cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las
consultas ingresadas como parte del ejercicio de la competencia consultiva.


Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio
cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que
se citan -en lo de interés-, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales
determinan lo siguiente:
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"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las
consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No.
7428, deberán cumplir los siguientes requisitos:
1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor.
2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a
la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del
sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante.
(…)."


Desprendiéndose de lo anterior, la obligación de presentar las consultas dentro de las
materias propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada
con la Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta
al Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión
del sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante.


Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende
sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han
sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera
la emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se
conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones.
De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se
plantea sobre el tema en consulta.


Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría
General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el
plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar
entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o
confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.


En ese tanto, se procede a emitir un criterio vinculante respecto a lo relacionado con el
ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de temas o materias
abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva; bajo el entendido que se trata
de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no de una situación
específica e individualizada, y dirigida por demás a orientar la toma de decisiones del
consultante.
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III. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL


Expresa la primera consulta:


“1. ¿Es jurídicamente viable que vía reglamento o mediante otros instrumentos de
gestión, establecer prórrogas a los plazos establecidos en las recomendaciones
contenidas en los informes de auditoría, aun y cuando la Ley General de Control Interno,
no prevé estas situaciones?”


La Ley General de Control Interno (Ley Nro. 8292), dispone como un deber del jerarca y los
titulares subordinados en materia de control interno, analizar e implantar, de inmediato, las
recomendaciones formuladas por la auditoría interna (artículo 12 inciso c) LGCI . Por su parte el1


artículo 17 inciso c) regula como parte del seguimiento del SCI que los hallazgos de la auditoría
y los resultados de otras revisiones se atiendan con prontitud. El artículo 36 de dicho cuerpo
normativo otorga al titular subordinado un plazo improrrogable de 10 días hábiles a partir de la
fecha de recibido el Informe para ordenar la implantación de las recomendaciones. Si el titular
subordinado discrepa de las recomendaciones de la auditoría, deberá elevar el informe de
auditoría al jerarca quien tendrá para resolver un plazo de 20 días hábiles, contados a partir de
la fecha de recibo de la documentación recibida por el titular subordinado (art. 36 inciso b). Por
su parte, el artículo 37 otorga al jerarca 30 días hábiles contados a partir de la fecha de recibido
el informe, para ordenar al titular subordinado la implantación de las recomendaciones . A2


mayor abundamiento, la Norma 1.4 inciso g) de las Normas de Control Interno para el Sector
Público indica como responsabilidad del jerarca sobre el SCI “g. Una pronta atención a las3


recomendaciones, disposiciones y observaciones que los distintos órganos de control y
fiscalización emitan sobre el particular.”.


De las regulaciones de control interno indicadas, se desprende que el legislador y el Órgano de
Fiscalización Superior consideró de importancia regular con plazos específicos y de
razonabilidad temporal el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en los informes de
auditoría ordenando su cumplimiento inmediato o al menos con prontitud.


La LGCI no contiene regulaciones específicas sobre otorgamiento de prórrogas de plazos de
cumplimiento de las recomendaciones tanto al jerarca como a los titulares subordinados; por lo
que esta práctica podría ir en contra del diseño legislativo de acatamiento de las
recomendaciones contenidas en informes de auditoría; donde se previeron plazos definidos
para su implantación que no parece admitir gestiones de prórrogas reiteradas de plazos
conferidos. Tal es la relevancia de obtener su cumplimiento en los plazos definidos legalmente,


3 Resolución Nº R-CO-9-2009 del 26 de enero de 2009


2 Ver oficio Nro. 01675 (DFOE-DL-0164) de 3 de febrero de 2015 y oficio Nro. 15330 (DFOE-SOC-1154) de 22 de
noviembre de 2016.


1 Ver oficio Nro. 06392 (DFOE-CIU-00003) de 5 de mayo de 2021
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que su omisión se pareja con la aplicación del régimen de responsabilidades en materia de
control interno dispuesto por el artículo 39 de la LGCI.


Ahora bien, la consulta específica refiere a un asunto de legalidad por el fondo, que hace
referencia a lo que en doctrina administrativa se conoce como el principio de jerarquía
normativa y los límites de la potestad reglamentaria. Sobre el particular, la Procuraduría General
mediante el dictamen número C-063-2015 del 06 de abril del 2015, entre otros; indicó:


“El ordenamiento jurídico administrativo es una unidad estructural dinámica en la
que coexisten y se articulan una serie de distintas fuentes del Derecho. La relación
entre esas diversas fuentes se ordena alrededor del principio de la jerarquía
normativa, según el cual se determina un orden riguroso y prevalente de aplicación,
conforme lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública
(…).


Puesto que el ordenamiento jurídico es un orden jerárquico, es determinante
conocer cuándo una fuente es superior a otra, a efecto de garantizar la sujeción
estricta de la fuente inferior a lo dispuesto por las fuentes superiores, a las cuales la
norma inferior no puede resistir; en caso de conflicto (antinomia normativa), para
desaplicar la de inferior rango (dictamen C-107-2004 de 15 de abril de 2004).


El principio de jerarquía normativa permite, en efecto, establecer el orden de
aplicación de las normas jurídicas y se constituye en el criterio para solucionar las
contradicciones que se presenten entre normas de distinto rango.


Dado que la escala jerárquica supone que unas normas están en relación de
superioridad respecto de otras y que estas están subordinadas a las superiores, se
sigue como lógica consecuencia que las normas de la fuente inferior no pueden
modificar ni sustituir a las de la fuente superior.


En este orden de ideas, dicho órgano asesor sostuvo que: “(...) el reglamento ejecutivo se
presenta como un medio para hacer posible la aplicación o ejecución de las leyes, llenándolas o
completándolas para asegurar su cumplimiento y los fines propuestos por el legislador, que no
pueden ser alterados por esa potestad del Poder Ejecutivo. El reglamento es el acto
administrativo mediante el cual, el Poder Ejecutivo complementa y desarrolla determinada
ordenanza. Éste, no puede cambiar el espíritu de la norma superior, siendo así, que no
puede modificar, adicionar, suprimir o atribuirse aspectos que los legisladores dejaron
plasmados en la ley.” (Dictamen C-014-2023). (Resaltado es propio).


Por su parte, la Sala Constitucional explica la potestad reglamentaria en su sentencia número
6689-96 de la siguiente manera:
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“La potestad reglamentaria es la atribución constitucional otorgada a la
Administración, que constituye el poder de contribuir a la formación del
ordenamiento jurídico, mediante la creación de normas escritas (artículo 140 incisos
3 y 18 de la Constitución Política). La particularidad del reglamento es precisamente
el ser una norma secundaria y complementaria, a la vez, de la ley cuya esencia es
su carácter soberano (sólo limitada por la propia Constitución), en la creación del
Derecho. Como bien lo resalta la más calificada doctrina del Derecho Administrativo,
la sumisión del reglamento a la ley es absoluta, en varios sentidos: no se
produce más que en los ámbitos que la ley le deja, no puede intentar dejar sin
efecto los preceptos legales o contradecirlos, no puede suplir a la ley
produciendo un determinado efecto no querido por el legislador o regular un
cierto contenido no contemplado en la norma que se reglamenta. El
ordenamiento jurídico administrativo tiene un orden jerárquico, al que deben
sujetarse todos los órganos del Estado en función del llamado principio de legalidad
o lo que es lo mismo, que a ninguno de ellos le está permitido alterar arbitrariamente
esa escala jerárquica, que, en nuestro caso, ha sido recogida por el artículo 6 de la
Ley General de la Administración Pública. (…)” (Sala Constitucional de la Corte
Suprema de Justicia, sentencia n.° 6689-96 de las 15:54 horas del 10 de diciembre
de 1996) (La negrita no forma parte del original)


En consecuencia de lo expuesto, sobre la consulta planteada debe concluirse que no es
jurídicamente viable por vía de reglamento o mediante otros instrumentos de gestión, establecer
prórrogas reiteradas a los plazos establecidos en las recomendaciones contenidas en los
informes de auditoría, siendo que la Ley General de Control Interno y las Normas de Control
Interno para el Sector Público regulan plazos concretos y de razonabilidad temporal en que
deben ser atendidas las recomendaciones de la auditoría, bajo parámetros de inmediatez y
prontitud.


Debe quedar claro que la conclusión referida se circunscribe al otorgamiento de prórrogas
reiteradas de los plazos definidos para el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en los
informes de auditoría, que podrían impactar de forma negativa en el seguimiento de las
recomendaciones como actividad conformante del proceso de auditoría, según Norma 202 y
206 de las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público. Lo anterior, tomando en
consideración que ha sido admitido que en casos excepcionales, cuando medien circunstancias
que fundamentan en términos de razonabilidad, lógica y conveniencia, los motivos que
imposibilitan al sujeto responsable del cumplimiento a dar término a las acciones correctivas en
el plazo establecido, éste podrá solicitar una prórroga; por lo que deberán considerarse las
circunstancias concretas y parámetros de razonabilidad y ponderación del caso concreto.


Finalmente, es importante la comunicación así como la coordinación entre ambos componentes
orgánicos (administración activa y auditoría interna) como partes fundamentales en la
consecución de los objetivos institucionales y en el adecuado funcionamiento del sistema de
control interno; que como componentes del sistema son los responsables del adecuado
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funcionamiento del mismo para que logre ser aplicable, completo, razonable, integrado y
congruente con las competencias y atribuciones institucionales . Por ello, resaltar la sana4


comunicación y coordinación entre los distintos niveles jerárquicos que correspondan,
considerando la estructura organizacional de la institución y el orden jerárquico establecido.


2. ¿Es el MARPAI referente para conceder a la Administración ampliaciones de plazo en
el cumplimiento de las recomendaciones según lo indica?


Debe indicarse que el “Manual de referencia para Auditorías Internas” (conocido como MARPAI)
es la unión de esfuerzos para ofrecer un documento de consulta, que las UAI (unidades de5


auditoría interna) deben al menos valorar para el análisis y actualización constante de la
documentación y ejecución de sus servicios, a efecto de promover uniformidad y alineamiento
con buenas prácticas para un enfoque moderno de auditoría interna. En ese sentido, cabe
aclarar que este producto no constituye una instrucción, lineamiento o normativa de carácter
vinculante emitido por la Contraloría, sino una propuesta construida de forma conjunta con las
FTC (fuerzas de trabajo compartido) como un aporte para el fortalecimiento de la calidad de los
procesos y productos de las UAI; pero su uso no es obligatorio.


Esta consulta guarda relación con lo evacuado en el primer punto; en el sentido que el
otorgamiento de prórroga a los plazos de las recomendaciones no debe perjudicar el
seguimiento de las recomendaciones como actividad conformante del proceso de auditoría, por
lo que deberán aplicarse principios de razonabilidad y ponderación según los casos concretos
cuando esa práctica sea implementada; a través de una adecuada coordinación entre la
administración activa y la auditoría interna como componentes orgánicos del SCI. Es así que
independientemente de la existencia del MARPAI como manual de referencia, la concesión de
ampliaciones de plazo en el cumplimiento de las recomendaciones deberán estar enmarcadas
sobre todo por lo dispuesto en la LGCI ya analizado y las coordinaciones pertinentes entre la
administración activa y la auditoría.


3. De ser negativa las respuestas a las interrogantes 1 y 2, ¿cuál sería el proceder ante la
falta de implementación de las recomendaciones, cuyo plazo de implementación se
encuentra vencido, pero prorrogado por la administración?


La Ley General de Control Interno tiene como objeto consolidar el concepto de sistema de
control interno que estableció la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República,
precisando en mejor manera los elementos integrantes del sistema, sus objetivos y funciones.


La Ley pretende reforzar la responsabilidad de los órganos de control interno (administración
activa y auditorías internas) en esta función. El control interno no depende de un órgano
específico, la auditoría, sino de toda la organización y fundamentalmente de la jerarquía del


5 Ver oficio Nº. 12959 (DFOE-0143) del 12 de septiembre de 2018.
4 Oficio n.° 14407 (DFOE-PG-0541) del 8 de octubre de 2018
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ente. La administración activa se convierte, así, en un elemento esencial para el establecimiento
del sistema de control interno y para su funcionamiento efectivo y eficiente, todo con el objeto
de proteger los fondos públicos y garantizar la eficacia y eficiencia del aparato administrativo.


Tanto el jerarca como los titulares subordinados tienen una responsabilidad sobre el SCI en
cuanto a instituirlo, darle permanencia y mejorarlo (arts. 2 y 8 LGCI). Este cometido pasa por el
deber del jerarca como de los titulares subordinados de analizar e implantar, de inmediato, las
observaciones, recomendaciones formuladas por la auditoría interna, y disposiciones emitidas
por la Contraloría General de la República, la auditoría externa y las demás instituciones de
control y fiscalización que correspondan (art. 12 inciso c) y 17 inciso c) LGCI).


Dentro del concepto funcional de auditoría interna; la auditoría contribuye a que se alcancen los
objetivos institucionales, mediante la práctica de un enfoque sistémico y profesional para
evaluar y mejorar la efectividad de la administración del riesgo, del control y de los procesos de
dirección en las entidades y los órganos sujetos a esta Ley (art. 21 LGCI). Este cometido
podría verse perjudicado si la administración activa de forma injustificada no atiende los plazos
de cumplimiento de las recomendaciones contenidas en los informes de auditoría o bien si de
forma autónoma sin la participación o coordinación con la auditoría se impone prórrogas
reiteradas de los plazos originalmente dispuestos para la atención de las recomendaciones
emitidas por los órganos de control internos y externos, incumpliendo con su pronta atención.


En punto a la consulta, si el actuar descrito por el consultante implica un debilitamiento del
Sistema de Control Interno a juicio de esa auditoría, la LGCI dispone un elenco de
competencias que puede ejercer la auditoría interna (art. 22 LGCI) o valorar la aplicación del
régimen de responsabilidades establecido en el artículos 39 y 42 de la LGCI. No obstante lo
indicado, es indispensable llegar a acuerdos coordinados y suficientemente deliberados entre la
administración activa y la auditoría como componentes orgánicos del SCI; antes de acudir a
medidas de última ratio.


4. ¿De poderse establecer la extensión de los referidos plazos, la administración –
entendida esta como el superior que aprobó en primera instancia las recomendaciones–,
se encuentra facultada para autorizar su prórroga, o dicha atribución de forma exclusiva
estaría dentro de las competencias de la Auditoría Interna?


Como se indicó en la atención de la primera consulta, el diseño establecido por el legislador en
la LGCI respecto de la atención de las recomendaciones del auditor contenidas en informes de
auditoría por parte de la administración activa; previene su cumplimiento de forma pronta e
inmediata o al menos dentro de plazos razonables; y no regula al menos de forma directa una
facultad del jerarca o los titulares subordinados para autoimponerse prórrogas, o bien prórrogas
reiteradas de los plazos originalmente concedidos para el cumplimiento de las
recomendaciones sin la intervención de la auditoría interna que emitió el informe, siendo más
bien competencia de la auditoría interna valorar dicha procedencia bajo parámetros de lógica,
razonabilidad y proporcionalidad del caso concreto y atendiendo las razones justificantes de la
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solicitud de la prórroga del plazo esgrimidas por la administración; en el correcto entendido que
corresponde a la auditoría el seguimiento de las recomendaciones como actividad conformante
de su proceso de auditoría, según Norma 202 y 206 de las Normas Generales de Auditoría para
el Sector Público.


5. ¿Cuál sería el proceder, ante una negativa de la administración en aceptar que la
Auditoría Interna, ostenta la potestad –previa definición de procedimientos y demás
instrumentos de gestión–, de conceder y aprobar prórrogas a los plazos establecidos en
las recomendaciones contenidas en los informes que emite?


Como ya fue indicado en la consulta número 3; si el actuar descrito implica un debilitamiento
del Sistema de Control Interno a juicio de esa auditoría, la LGCI dispone un elenco de
competencias que puede ejercer la auditoría interna (art. 22 LGCI) o valorar la aplicación del
régimen de responsabilidades establecido en el artículos 39 y 42 de la LGCI. No obstante lo
indicado, es indispensable llegar a acuerdos coordinados y suficientemente deliberados entre la
administración activa y la auditoría como componentes orgánicos del SCI; antes de acudir a
medidas de última ratio.


6. La concesión de prórrogas en los plazos de las recomendaciones, se dirige a que la
administración posea una extensión de tiempo, cuando en el plazo establecido
originalmente, no fue posible la implementación de la acción de mejora ¿Tal concesión,
en el caso de las recomendaciones que han sido prorrogadas en varias ocasiones, podría
conllevar la aplicación de lo dispuesto en el artículo 39 de la LGCI, en lo referente a los
causales de responsabilidad?


Si la concesión de prórrogas reiteradas por la administración; configuran un incumplimiento
injustificado de instaurar las recomendaciones emitidas por la auditoría interna, o bien
obstaculizan o retrasan el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás
funcionarios de la auditoría interna, establecidas en la LGCI; efectivamente tales acciones
podrían configurar causales de responsabilidad administrativa, según el artículo 39 de la LGCI.


Por razón de similitud, las consultas 7 y 8 serán atendidas de forma conjunta. Dichas consultas
disponen:


7) En caso de que la administración -entendida esta como el superior que aprobó en
primera instancia las recomendaciones– autorizara ampliar en varias ocasiones de una
recomendación y se haya realizado varios seguimientos -al menos tres, en diferentes
momentos-, por parte la Auditoría Interna. ¿Puede esta, cesar el monitoreo de esas
acciones de mejora, bajo la inteligencia que es responsabilidad de la administración, su
implementación bajo el principio de economía procesal?
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8) Bajo el supuesto de que el plazo de una recomendación se haya prorrogado en varias
ocasiones y esta en el tiempo haya perdido actualidad, sea porque el contexto que dio
origen varió o el riesgo identificado -en ese momento- se ha transformado y ante una
petición de la administración de dejar sin efecto esa acción de mejora o cierre de esta,
¿puede la Auditoría Interna acceder ante tal situación? Caso contrario ¿Cuál sería el
proceder?


Sobre ambas inquietudes no es procedente para el Órgano Contralor vía consulta resolver
circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del sujeto consultante; como sería
direccionar un tipo de actuación o consentir en una determinada acción de esa auditoría interna
a lo interno del Tribunal Supremo de Elecciones y en relación con el universo auditable de esa
institución.


En consecuencia corresponde a esa auditoría interna ponderar el efecto de sus actuaciones, de
conformidad con el marco de sus competencias (artículo 22 y 32 LGCI); igualmente ante la
verificación de un incumplimiento injustificado de las recomendaciones emitidas, establecer con
claridad, de conformidad con el marco legal aplicable, las acciones que proceden.


Igualmente es importante tener en consideración que tome esa Auditoría respecto del
seguimiento de sus recomendaciones; como bien se explica en las Normas de Control Interno
para el Sector Público; el control interno ha sido reconocido como una herramienta para que la
administración de todo tipo de organización, obtenga una seguridad razonable sobre el
cumplimiento de los objetivos institucionales y esté en capacidad de informar sobre su gestión a
las personas interesadas en ella. En la Administración Pública, esa gestión debe regirse por los
principios constitucionales y legales vigentes; además, la rendición de cuentas correspondiente
tiene como destinatario último a la ciudadanía considerada de manera integral, pues las
instituciones se crean para satisfacer necesidades de la colectividad, la cual tiene el poder
supremo en una sociedad democrática. En consecuencia dicho seguimiento de las
recomendaciones por parte de la auditoría resulta imperativo y no discrecional.


Por ello el control interno se perfila como un mecanismo idóneo para apoyar los esfuerzos de
las instituciones con miras a garantizar razonablemente la observancia de esos principios y la
adecuada rendición de cuentas. En ese ámbito, el concepto de control interno y su utilidad para
guiar las operaciones ha ido calando paulatinamente, integrándose en los procesos y en la
cultura de las entidades y los órganos públicos.


Finalmente, que la decisión que se valore aplicar coadyuve al cumplimiento y fortalecimiento de
los objetivos del SCI (art. 8 LGCI y Norma 1.6 “Responsabilidad de la auditoría interna sobre el
SCI”); para que la organización cumpla con los objetivos institucionales de largo, mediano y
corto plazos, así como con el bloque de legalidad que le aplica.
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IV. CONCLUSIONES


1. No es jurídicamente viable por vía de reglamento o mediante otros instrumentos de
gestión, establecer prórrogas reiteradas a los plazos establecidos en las
recomendaciones contenidas en los informes de auditoría, siendo que la Ley General de
Control Interno y las Normas de Control Interno para el Sector Público regulan plazos
concretos y de razonabilidad temporal en que deben ser atendidas las recomendaciones
de la auditoría, bajo parámetros de inmediatez y prontitud; ya que podrían impactar de
forma negativa en el seguimiento de las recomendaciones como actividad conformante
del proceso de auditoría, según Norma 202 y 206 de las Normas Generales de Auditoría
para el Sector Público.


2. El “Manual de referencia para Auditorías Internas” (conocido como MARPAI) no
constituye una instrucción, lineamiento o normativa de carácter vinculante emitido por la
Contraloría, sino una propuesta construida de forma conjunta con las FTC (fuerzas de
trabajo compartido) como un aporte para el fortalecimiento de la calidad de los procesos
y productos de las UAI; pero su uso no es obligatorio. Es así que independientemente de
la existencia del MARPAI como manual de referencia, la concesión de ampliaciones de
plazo en el cumplimiento de las recomendaciones deberán estar enmarcadas sobre
todo por lo dispuesto en la LGCI y las coordinaciones pertinentes entre la administración
activa y la auditoría.


3. Si la falta de implementación de las recomendaciones, cuyo plazo de implementación se
encuentra vencido, pero prorrogado por la administración implica un debilitamiento del
Sistema de Control Interno a juicio de esa auditoría, la LGCI dispone un elenco de
competencias que puede ejercer la auditoría interna (art. 22 LGCI) o valorar la aplicación
del régimen de responsabilidades establecido en el artículos 39 y 42 de la LGCI. No
obstante lo indicado, es indispensable llegar a acuerdos coordinados y suficientemente
deliberados entre la administración activa y la auditoría como componentes orgánicos
del SCI; antes de acudir a medidas de última ratio.


4. El diseño establecido por el legislador en la LGCI respecto de la atención de las
recomendaciones del auditor contenidas en informes de auditoría por parte de la
administración activa; previene su cumplimiento de forma pronta e inmediata o al menos
dentro de plazos razonables; y no regula al menos de forma directa una facultad del
jerarca o los titulares subordinados para autoimponerse prórrogas, o bien prórrogas
reiteradas de los plazos originalmente concedidos para el cumplimiento de las
recomendaciones sin la intervención de la auditoría que emitió el informe, siendo más
bien competencia de la auditoría valorar dicha procedencia bajo parámetros de lógica,
razonabilidad y proporcionalidad del caso concreto y atendiendo las razones justificantes
de la solicitud de la prórroga del plazo esgrimidas por la administración; en el correcto
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entendido que corresponde a la auditoría el seguimiento de las recomendaciones como
actividad conformante de su proceso de auditoría, según Norma 202 y 206 de las
Normas Generales de Auditoría para el Sector Público.


5. Si la negativa de la administración en aceptar que la Auditoría Interna, ostenta la
potestad –previa definición de procedimientos y demás instrumentos de gestión–, de
conceder y aprobar prórrogas a los plazos establecidos en las recomendaciones
contenidas en los informes que emite; implica un debilitamiento del Sistema de Control
Interno a juicio de esa auditoría, la LGCI dispone un elenco de competencias que puede
ejercer la auditoría (art. 22 LGCI) o valorar la aplicación del régimen de
responsabilidades establecido en el artículos 39 y 42 de la LGCI. No obstante lo
indicado, es indispensable llegar a acuerdos coordinados y suficientemente deliberados
entre la administración activa y la auditoría como componentes orgánicos del SCI; antes
de acudir a medidas de última ratio.


6. Si la concesión de prórrogas reiteradas por la administración; configuran un
incumplimiento injustificado de instaurar las recomendaciones emitidas por la auditoría
interna, o bien obstaculizan o retrasan el cumplimiento de las potestades del auditor, el
subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas en la LGCI;
efectivamente tales acciones podrían configurar causales de responsabilidad
administrativa, según el artículo 39 de la LGCI.


7. Respecto de las consultas 7 y 8 no es procedente para el Órgano Contralor vía consulta
resolver circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del sujeto consultante;
como sería direccionar un tipo de actuación o consentir en una determinada acción de
esa auditoría interna a lo interno del Tribunal Supremo de Elecciones y en relación con
el universo auditable de esa institución. En consecuencia corresponde a esa auditoría
interna ponderar el efecto de sus actuaciones, de conformidad con el marco de sus
competencias (artículo 22 y 32 LGCI); igualmente ante la verificación de un
incumplimiento injustificado de las recomendaciones emitidas, establecer con claridad,
de conformidad con el marco legal aplicable, las acciones que proceden. Cualquiera que
sea la decisión que tome esa Auditoría respecto del seguimiento de sus
recomendaciones; como bien se explica en las Normas de Control Interno para el Sector
Público; el control interno ha sido reconocido como una herramienta para que la
administración de todo tipo de organización, obtenga una seguridad razonable sobre el
cumplimiento de los objetivos institucionales y esté en capacidad de informar sobre su
gestión a las personas interesadas en ella. En la Administración Pública, esa gestión
debe regirse por los principios constitucionales y legales vigentes; además, la rendición
de cuentas correspondiente tiene como destinatario último a la ciudadanía considerada
de manera integral, pues las instituciones se crean para satisfacer necesidades de la
colectividad, la cual tiene el poder supremo en una sociedad democrática. El
seguimiento de las recomendaciones como imperativo legal debe coadyuvar al
cumplimiento y fortalecimiento de los objetivos del SCI (art. 8 LGCI y Norma 1.6
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“Responsabilidad de la auditoría interna sobre el SCI”); para que la organización cumpla
con los objetivos institucionales de largo, mediano y corto plazos, así como con el
bloque de legalidad que le aplica.


De esta forma se deja evacuada la consulta.


Atentamente,


Falon Stephany Arias Calero
GERENTE DE ÁREA


CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA


Mari Trinidad Vargas Álvarez
ASISTENTE TÉCNICO


CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
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Ci: Archivo
G: 2023001703-3
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Al contestar refiérase 


al oficio N.° 01675 
 
3 de febrero, 2015 
DFOE-DL-0164 


 
Señora 
Susan Morales Prado 
Secretaria Concejo Municipal 
susymorales78@hotmail.com 
MUNICIPALIDAD DE ACOSTA 
San José 
 
Estimada señora: 
 


Asunto: Consulta relativa a las facultades del Auditor Interno en la 
presentación de informes. 


 
 Para que lo haga de conocimiento del Concejo Municipal en la sesión inmediata al 
recibo de este oficio, se atiende memorial N.o SM-521-2014 del 19 de noviembre de 2014, 
mediante el cual remite el acuerdo N.o 16 de la sesión ordinaria N.° 44-2014, celebrada el 11 
de noviembre de 2014, formulando consultas sobre las facultades del Auditor Interno en la 
presentación de informes. 
 


I. Objeto de la consulta 
 
 El acuerdo adoptado por el Concejo Municipal indica: 
 


“Este Concejo Municipal acuerda consultar a la Contraloría General de la 
República si las Auditorías tienen la facultad para coartar un criterio de análisis 
de un informe de auditoría realizado por un regidor y si este puede pedir 
exclusivamente al Órgano Colegiado que solo puede referirse de un informe a 
la recomendación dada al Concejo Municipal sin poder referirse a otra parte del 
informe emitido.” 


 
II. Consideraciones preliminares 


 
 Al respecto, es pertinente señalar que de conformidad con el artículo 29 de la 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N.o 7428 del 7 de setiembre de 
1994 y el Reglamento sobre la recepción y atención de consultas dirigidas a la Contraloría 
General de la República (resolución N.° R-DC-197-2011 de las 8:00 horas del 13 de 
diciembre de 2011, publicado en el Alcance Digital N.° 107 de La Gaceta N.° 244 del 20 de 
diciembre de 2011), el Órgano Contralor no tiene por norma referirse a casos y situaciones 
concretas. Así las cosas, se aclara que este criterio versará sobre consideraciones 
generales que debe tomar en cuenta la Administración en la resolución del caso concreto. 
 
 Además, no se aporta criterio jurídico de la Municipalidad, pues indican que el 
Concejo Municipal no cuenta con Departamento Legal y tampoco tienen recursos para 
contratar asesoría legal externa. 
 


III. Criterios generales del Área  
 


- Sobre la comunicación de resultados de los estudios de auditoría 
 
 La Ley General de Control Interno, N.o 8292, establece en el artículo 35 
las materias sujetas a informes de auditoría interna, en los siguientes términos: 
 


“Los informes de auditoría interna versarán sobre diversos asuntos de su 
competencia, así como sobre asuntos de los que pueden derivarse posibles 
responsabilidades para funcionarios, ex funcionarios de la institución y terceros. 
Cuando de un estudio se deriven recomendaciones sobre asuntos de 
responsabilidad y otras materias, la auditoría interna deberá comunicarlas en 
informes independientes para cada materia./ Los hallazgos, las conclusiones y 
recomendaciones de los estudios realizados por la auditoría interna, deberán 
comunicarse oficialmente, mediante informes al jerarca o a los titulares 
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subordinados de la administración activa, con competencia y autoridad para 
ordenar la implantación de las respectivas recomendaciones./ La comunicación 
oficial de resultados de un informe de auditoría se regirá por las directrices 
emitidas por la Contraloría General de la República”. (El subrayado no es del 
original)   


 
 En el mismo sentido, las Normas Generales de Auditoría para el Sector 
Público (R-DC-064-2014), publicado en La Gaceta N.° 184 del 25 de setiembre de 2014, 
indican: 
 


Comunicación de resultados 01. La organización de auditoría debe establecer e 
implementar políticas y procedimientos sobre las formas de comunicación y el 
trámite de documentos que origine el proceso de auditoría. / (…) 03. Las 
instancias correspondientes de la administración auditada deben ser 
informadas, sobre los principales resultados, las conclusiones y las 
disposiciones o recomendaciones según corresponda, producto de la auditoría 
que se lleve a cabo, lo que constituirá la base para el mejoramiento de los 
asuntos examinados. / (…) 08. El auditor debe efectuar una conferencia final 
con la Administración de la entidad u órgano auditado y con los responsables 
de poner en práctica las recomendaciones o disposiciones, antes de emitir el 
Informe Definitivo, con el fin de exponer los resultados, conclusiones y 
disposiciones o recomendaciones de la auditoría, de conformidad con lo 
establecido por las políticas y procedimientos de la organización de auditoría. / 
09. Los informes de auditoría deben incorporar, en su cuerpo o en un anexo, el 
análisis realizado de las observaciones recibidas de la Administración. (…) (El 
subrayado no es del original) 


 
 Sobre el tema, las “Normas para el ejercicio de la auditoría interna en el 
Sector Público”, establecen que El auditor interno y los funcionarios de la auditoría interna, 
según proceda, deben comunicar los resultados del trabajo en la forma y oportunidad que 
resulten pertinentes de conformidad con lo establecido en el reglamento de organización y 
funcionamiento y las políticas y procedimientos establecidos en la auditoría interna. En el 
evento de que una comunicación contenga un error u omisión significativos, oportunamente 
se debe comunicar la información corregida a todas las partes que recibieron la 
comunicación original.  
 
 Puede derivarse de la normativa citada, que el Auditor interno tiene la 
obligación de realizar una conferencia final con los responsables de poner en práctica las 
recomendaciones, con el fin de exponer los resultados, conclusiones y recomendaciones de 
la auditoría, antes de emitir el informe final. 
 
 Esto en procura de dar oportunidad a la Administración de presentar 
observaciones, las cuales deben ser valoradas por la  auditoría interna. Sin embargo, tales 
observaciones no son vinculantes para la unidad de auditoría; pero sí deberá justificar 
cuando no sean acogidas.  
 


- Sobre la objeción de los estudios de auditoría por parte del ente 
auditado. 


 
 Si bien la Administración debe tener la oportunidad de presentar 
observaciones a los resultados del informe, previo a que se emita el documento final, tal 
como se indicó líneas atrás, las observaciones que realice no son vinculantes para el auditor 
interno. Es decir, con el debido razonamiento podría no acogerlas. 
 
 Sin embargo, si el jerarca o titular subordinado no están de acuerdo con 
las recomendaciones emitidas en el informe final que presenta la auditoría, tiene la 
posibilidad de presentar las objeciones correspondientes, para lo cual debe seguir el 
procedimiento que para los efectos establece la Ley General de Control Interno, el cual va a 
depender de si el informe y sus recomendaciones van dirigidas a titulares subordinados o al 
jerarca. 
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 En el caso de que las recomendaciones se dirijan a los titulares 
subordinados, el artículo 36 de la Ley citada dispone: 
 


Artículo 36. —Informes dirigidos a los titulares subordinados. Cuando los 
informes de auditoría contengan recomendaciones dirigidas a los titulares 
subordinados, se procederá de la siguiente manera: / a) El titular subordinado, 
en un plazo improrrogable de diez días hábiles contados a partir de la fecha de 
recibido el informe, ordenará la implantación de las recomendaciones. Si 
discrepa de ellas, en el transcurso de dicho plazo elevará el informe de 
auditoría al jerarca, con copia a la auditoría interna, expondrá por escrito las 
razones por las cuales objeta las recomendaciones del informe y propondrá 
soluciones alternas para los hallazgos detectados./ b) Con vista de lo anterior, 
el jerarca deberá resolver, en el plazo de veinte días hábiles contados a partir 
de la fecha de recibo de la documentación remitida por el titular subordinado; 
además, deberá ordenar la implantación de recomendaciones de la auditoría 
interna, las soluciones alternas propuestas por el titular subordinado o las de su 
propia iniciativa, debidamente fundamentadas. Dentro de los primeros diez días 
de ese lapso, el auditor interno podrá apersonarse, de oficio, ante el jerarca, 
para pronunciarse sobre las objeciones o soluciones alternas propuestas. Las 
soluciones que el jerarca ordene implantar y que sean distintas de las 
propuestas por la auditoría interna, estarán sujetas, en lo conducente, a lo 
dispuesto en los artículos siguientes. / c) El acto en firme será dado a conocer a 
la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente, para el trámite que 
proceda. 


 
 En el caso que se trate de recomendaciones dirigidas al jerarca, tal es el 
caso del Concejo Municipal, el artículo 37 de la Ley N.° 8292, informa:  
 


Artículo 37.—Informes dirigidos al jerarca. Cuando el informe de auditoría esté 
dirigido al jerarca, este deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, 
en un plazo improrrogable de treinta días hábiles contados a partir de la fecha 
de recibido el informe, la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de 
tales recomendaciones, dentro del plazo indicado deberá ordenar las soluciones 
alternas que motivadamente disponga; todo ello tendrá que comunicarlo 
debidamente a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente. 


 
 Ahora bien, en el evento de que no se llegue a un acuerdo entre la 
auditoría interna y el jerarca o el titular subordinado, el artículo 38 de la Ley General de 
Control Interno regula la figura del “Conflicto”. Procedimiento que debe ser presentado ante 
la Contraloría General de la República: 
 


Artículo 38. —Planteamiento de conflictos ante la Contraloría General de la 
República. Firme la resolución del jerarca que ordene soluciones distintas de las 
recomendadas por la auditoría interna, esta tendrá un plazo de quince días 
hábiles, contados a partir de su comunicación, para exponerle por escrito los 
motivos de su inconformidad con lo resuelto y para indicarle que el asunto en 
conflicto debe remitirse a la Contraloría General de la República, dentro de los 
ocho días hábiles siguientes, salvo que el jerarca se allane a las razones de 
inconformidad indicadas./ La Contraloría General de la República dirimirá el 
conflicto en última instancia, a solicitud del jerarca, de la auditoría interna o de 
ambos, en un plazo de treinta días hábiles, una vez completado el expediente 
que se formará al efecto. El hecho de no ejecutar injustificadamente lo resuelto 
en firme por el órgano contralor, dará lugar a la aplicación de las sanciones 
previstas en el capítulo V de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República, N° 7428, de 7 de setiembre de 1994. 


 
IV. Conclusiones 


 
1. Los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones de los estudios 


realizados por la auditoría interna, deberán comunicarse oficialmente, al jerarca o a los 
titulares subordinados de la administración activa, con competencia y autoridad para ordenar 
la implantación de las respectivas recomendaciones antes de emitir el informe definitivo. 
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2. El jerarca o los titulares subordinados responsables de poner en práctica 
las recomendaciones, según corresponda, pueden presentar observaciones a la auditoría 
sobre los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones del estudio, previo a que se emita 
el informe final. Tales observaciones deben ser valoradas por la auditoría interna; sin 
embargo, no son vinculantes para ésta, pero sí deberá justificar cuando no se acojan. 
 


3. Si el jerarca o el titular subordinado no está de acuerdo con las 
recomendaciones emitidas en el informe final que presenta la auditoría, tiene la posibilidad 
de presentar las objeciones correspondientes, siguiendo el procedimiento que para los 
efectos establece la Ley General de Control Interno, dependiendo si va dirigido a titulares 
subordinados o al jerarca. 
 
 


Atentamente, 
 
 
 
 
 


Lic. German A. Mora Zamora                                                       Licda. Maribel Astúa Jiménez 
Gerente de Área                                                                          Fiscalizadora 
 
 
MAJ/GER/GMZ/zwc 
 
ce: Archivo Central 
 
Ni: 29235, 30809 (2014) 
 
G: 2014003404-2 
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